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I I

Respecto a la alegación acerca de haber solicitado
el boletín, al parecer, antes de la inspección hemos de
señalar que una máquina no se puede instalar hasta que
no sea autorizado el boletín de instalación. En este sentido
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
de 11.10.1993, núm. 1218. Los motivos fiscales justifi-
cativos aducidos por el interesado deberán ser indicados
por el recurrente cuando presente la solicitud del boletín
o recurra su eventual denegación, pero en modo alguno
pueden amparar la instalación y el funcionamiento pre-
cipitado de las máquinas de juego, máxime cuando a la
Empresa Operadora se le presupone un deber especial
de conocimiento de la normativa que regula su propia
actividad.

I I I

Es preciso señalar que el hecho ílicito imputado al
interesado es la instalación de una determinada máquina
sin el boletín de instalación debidamente cumplimentado.
En modo alguno se hace referencia a la carencia de otra
documentación. El boletín de instalación es una autori-
zación necesaria para la explotación de una máquina.

I V

No podemos aceptar las alegaciones del interesado
respecto a su falta de culpabilidad en la infracción, ya
que al menos, en su faceta de negligencia, ha existido.
La entidad que se dedica a la explotación de una máquina
de juego está obligada a conocer la normativa que la
regula.

Con referencia a la alegación de desproporcionalidad,
teniendo en cuenta la clasificación como grave de la infrac-
ción y el intervalo económico de las sanciones previstas
en el art. 48.1 del Reglamento de máquinas recreativas,
consideramos que no puede admitirse, máxime cuando
casi coincide con su límite inferior.

Vista la legislación en materia de juego de esta Comu-
nidad Autónoma y demás normas concordantes de especial
y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso ordi-
nario interpuesto, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.- El Viceconse-
jero de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85). Fdo.: José
A. Sainz-Pardo Casanova.

Sevilla, 7 de octubre de 1996.- La Secretaria General
Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 7 de octubre de 1996, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por la Consejera resolviendo el recurso
ordinario interpuesto por doña Herminia García
M i l l á n . E x p e d i e n t e s a n c i o n a d o r n ú m .
MA/453/95/EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de régimen jurídico
de las Administraciones Públicas y del procedimiento admi-
nistrativo común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente doña Herminia García Millán contra
la resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en
Málaga por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación
y Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nue-
va, 4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acre-
ditación de su identidad.

En la ciudad de Sevilla, a veinte de mayo de mil nove-
cientos noventa y seis.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación
en Málaga se dictó, en fecha 2 de noviembre de 1995,
resolución en el expediente arriba referenciado, imponien-
do a doña Herminia García Millán una sanción económica
consistente en una multa de cien mil pesetas (100.000
ptas.), como consecuencia de la comisión de dos infrac-
ciones del artículo 1 de la Orden de 14 de mayo de 1987
de la Consejería de Gobernación, tipificadas como falta
leve en el artículo 26.e) de la Ley orgánica 1/1992, de
21 de febrero, de protección de la seguridad ciudadana,
en virtud de los boletines de denuncias núm. 9465 y núm.
2017 de la Policía Local del Excmo. Ayuntamiento de Fuen-
girola, en los que se puso de manifiesto que el día 15
de julio de 1995 a las 6,00 horas, y el día 16 de julio
de 1995 a las 6,50 horas, el establecimiento denominado
Bar El Paso, sito en el Puerto Deportivo, local 48, de Fuen-
girola, se encontraba abierto al público.

Segundo. Notificada la resolución en fecha 30 de ene-
ro de 1996, la interesada interpone recurso ordinario el
día 29 de febrero de 1996 basado en que la infracción
está prescrita, en aplicación del artículo 132, apartados
1 y 2, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen
jurídico de las Administraciones Públicas y del procedi-
miento administrativo común, puesto que han transcurrido
más de tres meses desde la comisión de la infracción hasta
la notificación del procedimiento sancionador.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Es competencia de la Excma. Sra. Consejera de Gober-
nación, en virtud del artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, la resolución de los recursos ordinarios
interpuestos al amparo del artículo 114, de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del procedimiento administrativo
común, contra las resoluciones de los Delegados de
Gobernación.

II

El artículo 113.3 de la citada Ley 30/1992 establece
que «el órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas
cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el pro-
cedimiento, hayan sido o no alegadas por los interesados».
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III

Conforme a lo anterior, debemos modificar la cali-
ficación de los hechos que el órgano instructor ha realizado
en el expediente sancionador. En efecto, el artículo cuarto
de la Orden de 14 de mayo de 1987 de la Consejería
de Gobernación, dispone que «los establecimientos alu-
didos en la presente Orden no podrán abrir al público
antes de las 6,00 horas y en todo caso transcurrirá un
mínimo de dos horas entre el cierre y la apertura». A la
luz de este precepto debemos concluir que se permite la
apertura del establecimiento a partir de las 6,00 horas,
si bien con la condición expresa de que haya permanecido
cerrado previamente dos horas.

En el caso que nos ocupa, los boletines de denuncia
levantados por la Policía Local sólo manifiestan que el
establecimiento se encontraba abierto a esas horas, pero
sin pronunciarse sobre si se había respetado el plazo de
dos horas entre el cierre y la posterior apertura, sin que
los principios informadores del procedimiento sancionador
permitan ir más allá en la determinación de los hechos
de lo recogido expresamente en los boletines de denuncia
de la Policía Local.

En consecuencia, dado que no ha quedado plena-
mente acreditada la comisión de las infracciones impu-
tadas, pues de los hechos constatados sólo se desprende
que el establecimiento estaba abierto dentro del horario
permitido, pero sin que se haya podido determinar que
incumplió con la obligación de cerrar, al menos, durante
dos horas con anterioridad,

Vistas la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen
jurídico de las Administraciones Públicas y del procedi-
miento administrativo común, la Orden de 14 de mayo
de 1987 de la Consejería de Gobernación, y demás nor-
mas concordantes de especial y general aplicación, resuel-
vo estimar el recurso ordinario interpuesto, revocando la
resolución impugnada.

Contra la presente resolución, -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del
procedimiento administrativo común.

El Viceconsejero de Gobernación P.D. (Orden
29.7.85). Fdo.: José A. Sainz-Pardo Casanova.

Sevilla, 7 de octubre de 1996.- La Secretaria General
Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 8 de octubre de 1996, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por la Consejera resolviendo el recurso
ordinario interpuesto por don Juan Enrique Pérez
Pascual. Expediente sancionador núm. 471/95/EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de régimen jurídico
de las Administraciones Públicas y del procedimiento admi-
nistrativo común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don Juan Enrique Pérez Pascual contra
la resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en
Málaga por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación
y Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nue-
va, 4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acre-
ditación de su identidad.

En la ciudad de Sevilla, a nueve de julio de mil nove-
cientos noventa y seis.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación
en Málaga se dictó, en fecha 27 de noviembre de 1995,
resolución en el expediente arriba referenciado, imponien-
do a don Juan Enrique Pérez Pascual una sanción eco-
nómica consistente en una multa de cincuenta mil pesetas
(50.000 ptas.), como consecuencia de la comisión de una
infracción del artículo 1 de la Orden de 14 de mayo de
1987 de la Consejería de Gobernación, tipificada como
infracción leve en el artículo 26.e) de la Ley Orgánica
1/1992, de 21 de febrero, sobre protección de la seguridad
ciudadana, en virtud de denuncia de la Policía Local del
Ilustre Ayuntamiento de Fuengirola, en la que se pone de
manifiesto que el día 30 de julio de 1995 a las 4,30
horas, el establecimiento denominado Bar Binama, sito
en C/ Cervantes núm. 12 de la citada localidad, se encon-
traba abierto al público.

Segundo. Notificada la resolución en fecha 27 de ene-
ro de 1996, el interesado interpone recurso ordinario el
día 26 de febrero de 1996 basado en las siguientes
alegaciones:

- Que según el Real Decreto Ley de 29 de diciembre
de 1993 y el Decreto 66/1994, de 22 de marzo, de la
Junta de Andalucía, las zonas declaradas de gran afluencia
turística gozarán de libertad de horarios.

- Que Fuengirola ha sido beneficiada con dicha decla-
ración para el período comprendido entre el 1 de julio
y el 31 de septiembre de 1995.

- Que la Orden de 14 de mayo de 1987 por ser
norma de rango inferior no puede contradecir a las ante-
riormente citadas.

- Que ya ha sido sancionado por el Ayuntamiento
de Fuengirola por los mismos hechos.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Es competencia de la Excma. Sra. Consejera de Gober-
nación, en virtud del artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, la resolución de los recursos ordinarios
interpuestos al amparo del artículo 114, de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del procedimiento administrativo
común, contra las resoluciones de los Delegados de
Gobernación.

II

El artículo 113.3 de la citada Ley 30/1992 establece
que «el órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas
cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el pro-
cedimiento, hayan sido o no alegadas por los interesados».

III

Conforme a lo anterior, procede examinar con carácter
previo la posible caducidad del expediente sancionador,


